
 

REF.  EJECUTIVO MIXTO 

RAD.  2015-00545 

 

CONSTANCIA:  

 

En San José de Cúcuta, a los v e in t i cu a t ro  (24) días del  mes de ju l io de dos 

mi l  veinte (2020), el  suscr i to sustanciador - encargado de depósi tos 

judiciales, deja constancia que según reporte del  Banco Agrar io impreso, se 

observa que no existen depósi tos judiciales en el  presente proceso.  

 
CARLOS ANDRES VILLAMIZAR SALCEDO 

Sustanciador-Encargado de Depósitos Judiciales  

 

República de Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público 

Dist ri to Judicial de Cúcuta 

 

Juzgado Segundo Civi l  Municipal de Cúcuta  

Norte de Santander  

 

 

SAN JOSÉ DE CÚCUTA, VEINTICUATRO (24) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020) 
 

Vista la constancia suscr i ta por el  Sustanciador-Encargado de Depósi tos 

Judiciales, el  Despacho no accede a lo sol ici tado por el  demandado 

CARLOS DANIEL ECHAVEZ VERGEL, como quiera que a la fecha no existen 

depósi tos judiciales a favor de la presente ejecución. 

 

NOTIFÍQUESE 

La Jueza, 

 

 

 

MARIA TERESA OSPINO REYES 

 

CAVS 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

MUNICIPAL DE CÚCUTA - ORALIDAD 
 

Notificación por Estado 

La anterior providencia se notifica por 

anotación en el ESTADO fijado hoy 27  de 

JULIO de 2020 a las 7:00 A.M.  

              Secretaría 
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CONSTANCIA: 

 

En San José de Cúcuta, a los veinticuatro (24) días del  mes de Jul io  de 

dos mi l veinte (2020), el  suscr i to Sustanciador - encargado de depósi tos 

judiciales, deja constancia que según reporte del  Banco Agrar io de 

Colombia impreso, se observa que existe un total  de CINCO MILLONES 

CIENTO CINCUENTA Y DOS MIL PESOS  ($5.152.000.oo ).  

 

Asi  mismo, se informa que en las costas elaboradas por el  Oficial  Mayor 

del  Juzgado el día 14 de agosto de 2019, se señaló por error  involuntar io 

que estas corr ían a favor del  extremo demandante y en contra de la 

parte demandada, siendo lo correcto lo contrar io,  es por el lo que: 

 

  VALOR 

 TOTAL DEPOSI TOS CONSTITUIDOS $ 5.152.000.00  

- COSTAS PROCESALES A FAVOR DEL 

DEMANDADO  

$513.300.00  

= TOTAL DEPOSITOS JUDICIALES A ENTREGAR $ 4.638.700.00 

 

Conforme lo anter ior  y teniendo en cuenta los depósi tos judiciales  

existentes a la fecha y que se encuentren pendientes por entregar, se 

entregaran a favor de la señora MARTHA LUZ INFANTE COLMENARES, 

identi f icada con C.C. No. 51.586 .967, la suma de CUATRO MILLONES 

SEI SCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL SETECIENTOS PESOS MCTE ($4.638.700).  

 

 
CARLOS ANDRES VILLAMIZAR SALCEDO 

Sustanciador-Encargado de Depósitos Judiciales  

 

República de Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público 

Distrito Judicial de Cúcuta 

Juzgado Segundo Civil Municipal de Cúcuta 

Norte de Santander 

 

San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de Jul io de dos mi l  veinte (2020)  

 

 

REF. PAGO POR CONSIGNACIÓN 

RAD. 2016-00294 

 

Efectuado el  control  de legal idad de que trata el  art ículo 132 del  C. G. 

del  P., y  previo a continuar con trámite siguiente de la entrega de  

deposi tos judiciales , se ev idencia que en las costas elaboradas por el  

Oficial  Mayor del  Juzgado el  día  14 de agosto de 2019, se señaló por  

error  involuntario que estas corrían a favor del extremo demandante y 

en contra de la parte demandada, siendo lo co rrecto lo contrario, esto  

es, que las costas procesales son a favor de la parte demandada y en 

contra de la parte demandante conforme fuera ordenado en numeral 

tercero de la prov idencia de fecha 24 de agosto de 2018 y es por lo que 

se corr ige en ésta instancia de conformidad con lo ordenado en el art.  

286 C. G. P. , el  resto de dichas costas y del  auto que las aprueba se 

mantiene vigente, incólume, lo anterior , teniendo en cuenta que existe 

pronunciamiento juri sprudencial según el  cual  un error  no puede 

conllevar a otro y lo inter locutorio no ata al  juez en lo defin i tivo.  
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Ahora bien, v i sta la constancia suscri ta por el  Sustanciador -Encargado 

de Depósi tos Judiciales  se ordena entregar el  valor  correspondiente a 

CUATRO MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y  OCHO MIL  SETECIENTOS PESOS 

MCTE ($4.638.700), a nombre de MARTHA LUZ INFANTE COLMENARES C.C . 

No. 51.586.967 .  

 

Una vez elaborados y autorizados en el  portal  web los depósi tos 

ordenados dése aviso por secretar ía a la parte demandante y a su 

apoderado judicial  al  correo informado en el  expediente, dejando 

constancia. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

La Jueza,  

 

 

 

 

MARIA TERESA OSPINO REYES 

 

 

C AVS  

 

 

 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

MUNICIPAL DE CÚCUTA - ORALIDAD 
 

N o t i f i c a c i ó n  p o r  E s t a d o  
L a  a n t e r i o r  p r o v i d e n c i a  s e  
n o t i f i c a  p o r  a n o t a c i ó n  e n  e l  
E S T A D O  f i j a d o  h o y  2 7   d e  j u l i o  

d e  2 0 2 0  a  l a s  7 : 0 0  A . M .   

              Secretaría 

 



CONSTANCIA:  

En San José de Cúcuta, a los  vei nt icuat ro (24) días  del  mes de jul io  de dos mil  veinte 

(2020), el  suscri to Sustanciador -  encargado de depósi tos  judici ales , deja 

constancia que, según reporte del  Banco Agrario de Colombi a vi sto a fol io que 

antecede, se observa que exi ste un total  de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y 

OCHO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($6.848.999,00) const i tuidos el  

13/03/2019 a favor de la presente ejecuci ón.  

 

Por lo anteri or, se t iene lo siguiente:   

 

  VALOR 

 TOTAL LI QUI DACI ON DEL CREDI TO A LA FECHA 

31/08/2018 

$ 10.455.630 

-  DEPOSI TOS PENDI ENTES POR ENTREGAR  $6.848.999  

=  TOTAL L IQUIDACION DE CREDITO $ 3.606.631 

 

Los  depósi tos  j udiciales  exi stentes a la fecha y  que se encuent ren pendientes por 

ent regar, se ent regaran a favor del  señor  RODOLFO ARI AS VI LLAMI ZAR CC 

13.250.732, por valor SEI S  MI LLONES OCHOCI ENTOS CU ARENTA Y OCHO MI L 

NOVECI ENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($6.848.999,00)  

 
CARLOS ANDRES VILLAMIZAR SALCEDO 

Sustanciador-Encargado de Depósitos  Judiciales  

 

República de Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público 

Dist ri to Judicial de Cúcuta  

Juzgado Segundo Civi l  Municipal de Cúcuta  

Norte de Santander 

 

REF.  EJECUTIVO  

RAD. 2016-00341 

 

San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de julio de Dos Mil Veinte (2020) 

 

Vista la constancia suscrita por el Sustanciador-Encargado de Depósitos Judiciales, y con 

fundamento en el artículo 447 del C.G.P, se ordena entregar el valor correspondiente a SEIS 

MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS 

MCTE ($6.848.999,00), a favor del Dr. ORLANDO ALFREDO SANA TOLOZA, identificado con 

C.C 13.353.505. Secretaría proceda de conformidad. 

 

Una vez elaborados y autorizados en el portal web los depósitos ordenados dése aviso por 

secretaría al apoderado judicial al correo informado en el expediente, dejando constancia. 

 

De otra parte, por economía procesal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 446 

numeral segundo de C.G.P., de la liquidación de crédito presentada por la parte 

ejecutante obrante a folios 59-61, córrasele traslado a la parte demandada por el término 

de tres (03) días, dentro del cual podrá formular objeciones relativas al estado de la cuenta, 

conforme a lo preceptuado en la norma en cita. 

NOTIFÍQUESEY CÚMPLASE 

La Jueza, 

 
 

MARIA TERESA OSPINO REYES 

CAVS 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

MUNICIPAL DE CÚCUTA - ORALIDAD 

 

Notificación por Estado 

La anterior providencia se notifica por 

anotación en el ESTADO fijado hoy 27  de 

julio de 2020 a las 7:00 A.M.  

              Secretaría 
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REF. EJECUTIVO  

RAD. 2017-00495 

 

CONSTANCIA:  

 

En San José de Cúcuta, a los veinticuatro (24) días del  mes de ju l io  de dos 

mi l  veinte (2020), el  suscr i to Sustanciador- encargado de depósi tos 

judiciales, deja constancia que, según reportes del  Banco Agrar io de 

Colombia impreso, se observa que existe un total  de  DOSCIENTOS SESENTA 

Y CUATRO MILLONES DE PESOS ($264.000.000) retenidos a la demandada 

MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A NI T. 891700037-9, de los  

cuales el depósi to N° 451010000802152 por  valor de VEINTICUATRO 

MILLONES SESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS OCHEN TA Y CINCO PESOS 

($24.064.585), el  cual  debe ser entregado a la demandante CLINICA 

SANTA ANA S .A y los depósi tos restantes a la demanda, conforme al  

acuerdo entre las partes y la orden de levantamiento de medidas 

cautelares ordenada en dil igencia del  22 de marzo de 2019 .  

 
CARLOS ANDRES VILLAMIZAR SALCEDO 

Sustanciador-Encargado de Depósitos Judiciales  

 

 

 

República de Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público 

Dist ri to Judicial de Cúcuta 

 

Juzgado Segundo Civi l  Municipal de Cúcuta  

Norte de Santander 

 

 

VEINTICUATRO (24) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020)  

 

 

En atención al  escr i to al legado por la Representante legal  de la 

CLINICA SANTA ANA S.A, obrante a fol io 176, y v i sta la constancia suscr i ta 

por el  Sustanciador-Encargado de Depósi tos Judiciales , se ordena que por 

secretar ia proceda a la anulación d el  t í tu lo judicial  N° 451010000802152 

por valor de VEINTICUATRO MI LLONES SESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS 

OCHENTA Y CINCO PESOS ($24.064.585)  de fecha 21 de mayo de 2019 el  

cual  fue elaborado de manera errónea por el  Juez que se encontraba en 

reemplazo de la t i tular Dr. JULIO CESAR SUAREZ AREVALO  y en 

consecuencia proceda a real i zar nuevamente el  depósi to judicial 

ordenado en audiencia de concil iación de fecha 22 de marzo de 2020,  

por valor de VEINTICUATRO MILLONES SESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS 

OCHENTA Y CINCO PESOS ($24.064.585) a favor de la parte demandante 

entidad CLINICA SANTA ANA S.A NI T. 8905000060.  

 

Una vez elaborados y autorizados en el  portal web los depósi tos 

ordenados dése aviso por secretar ía a la parte demandante y a su 

apoderada judicial al correo informado en el  expediente, dejando 

constancia. 

 

Teniendo en cuenta la demora en el  ingreso al  despacho del  

presente auto se hace necesar io EXHORTAR al  sustanciador del  juzgado 

para que evi te incurri r  en la mora aquí  observada para la proyección e 

ingreso al  despacho. 
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De otra parte, atendiendo a lo sol ici tado por el  JUZGADO QUINTO 

CIVI L DEL CIRCUITO DE CÚCUTA v isto a fol io 187, se dispone ordenar la 

remisión INMEDIATA de copias de las actuaciones adelantadas en el  

presente proceso por conducto de la Dirección Seccional de 

Administración Judicial . Ofíciese.  

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

La Jueza, 

 

 

 

 
MARÍA TERESA OSPINO REYES 

 

 
C AVS  

 
 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL 
MUNICIPAL DE CÚCUTA - ORALIDAD 

 
N o t i f i c a c i ó n  p o r  E s t a d o  

L a  a n t e r i o r  p r o v i d e n c i a  s e  
n o t i f i c a  p o r  a n o t a c i ó n  e n  e l  

E S T A D O  f i j a d o  h o y  2 7  d e  J U L I O  
d e  2 0 2 0  a  l a s  7 : 0 0  A . M .   

              Secretaría 



REF.  EJECUTIVO  

RAD.  2019-00932 

 
CONSTANCIA:  

 
En San José de Cúcuta, a los vei nt icuat ro  (24) dí as del  mes de jul io  de dos mil  

vei nte (2020), el  suscri to Sustanciador- encargado de depósi tos j udiciales , deja 

constancia que, según reportes  del  Banco Agrari o de  Colombi a impreso, se 

observa que exi ste un total  de OCHOCI ENTOS CU ARENTA Y SEI S MI L SETECI ENTOS 

SESENTA Y CI NCO PESOS MCTE ($846.765) retenidos al  dem andado DORI AN 

GUI LLERMO ALVAREZ, l os  cuales  deben ser ent regados conforme fue sol ici tado 

en el  memori al  que antecede, el l o por cuanto el  proceso terminó por 

DESI STI MI ENTO TÁCI TO mediante auto del  06 de junio de 2018. 

 

 
 

CARLOS ANDRES VILLAMIZAR SALCEDO 

Sustanciador-Encargado de Depósitos Judiciales  

 

República de Colombia  

 
Rama Judicial del Poder Público  

Distr ito Judicial de Cúcuta  

 

Juzgado Segundo Civil Municipal de Cúcuta  

Norte de Santander  
 

VEINTICUATRO (24) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020) 

 

Vista la constancia suscr i ta por el  Sustanciador-Encargado de 

Depósi tos Judiciales, donde se informa que obran depósi tos judiciales 

pendientes de entrega, exist iendo un total  OCHOCIENTOS CUARENTA Y  

SEI S MIL SETECIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS MCTE ($846.765) , se dispone 

ordenar la entrega del mismo a favor del señor DORIAN GUILLERMO 

ALVAREZ C.C 88.210.811 , por cuanto el proceso terminó por DESISTIMIENTO 

TÁCITO mediante auto del  06 de junio de 2018, s iempre y cuando no exista 

sol ici tud de remanente. Secretar ía proceda de conformidad.  

 
Una vez elaborados y autorizados en el  portal web los depósi tos 

ordenados dése aviso por secretar ía a la parte demandante y a su 

apoderada judicial al correo informado en el  expediente, dejando 

constancia. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

La Jueza, 

 
MARÍA TERESA OSPINO REYES 

 

 
C AV S 

 
 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

MUNICIPAL DE CÚCUTA - ORALIDAD 
 

N o t i f i c a c i ó n  p o r  E s t a d o  
L a  a n t e r i o r  p r o v i d e n c i a  s e  

n o t i f i c a  p o r  a n o t a c i ó n  e n  e l  
E S T A D O  f i j a d o  h o y  2 7  d e  J U L I O  
d e  2 0 2 0  a  l a s  7 : 0 0  A . M .   

              Secretaría 
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ACCION DE TUTELA 

RAD: 2020-285 

República de Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público 

Distrito Judicial de Cúcuta 

Juzgado Segundo Civil Municipal de Cúcuta 

 

SAN JOSE DE CUCUTA, VEINTITRES (23) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020) 

 

REFERENCIA: ACCION  DE TUTELA   

RADICADO: No. 54-001-40-03-002-2020–00285–00 

ACCIONANTE: JAIRO RIVERA COLMENARES 

ACCIONADO: CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S 

VINCULADOS: MINISTERIO DE TRABAJO, DIRECCIÓN TERRITORIAL DE LA OFICINA DE TRABAJO DE 

NORTE DE SANTANDER, PROTECCION S.A, MEDIMAS EPS, POSITIVA ARL, E.S.E HOSPITAL 

UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, IDIME, AGUA DE LOS PATIOS S.A E.S. P, CENTRALES ELECTRICAS DE 

NORTE DE SANTANDER, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, INSTITUTO 

DEPARTAMENTAL DE SALUD DE NORTE DE SANTANDER, LIBERTY SEGUROS S.A, CARMEN ROSA TORRES, 

JOSE RAUL VILLAMIZAR, WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN y EDWIN LEONEL CORZO. 

DERECHOS A TUTELAR: DERECHO AL MINIMO VITAL, A LA VIDA DIGNA, DEBIDO PROCESO Y AL 

TRABAJO. 

 

El señor JAIRO RIVERA COLMENARES interpone acción de tutela en contra CEYM COMPAÑIA 

ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S, por la presunta violación de sus 

derechos fundamentales.   

 

Así las cosas, al observarse que se reúnen los requisitos establecidos en el Decreto 2591 de 1991, 

es procedente la admisión de esta acción de tutela por la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales del señor JAIRO RIVERA COLMENARES para lo cual se comunicará al 

representante legal de la entidad accionada, a fin de que se pronuncien sobre los hechos de la 

presente acción de tutela y ejerza su derecho de defensa.  

 

Así mismo, se integrará en el contradictorio al MINISTERIO DE TRABAJO, DIRECCIÓN TERRITORIAL 

DE LA OFICINA DE TRABAJO DE NORTE DE SANTANDER, PROTECCION S.A, MEDIMAS EPS, POSITIVA 

ARL, E.S.E HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, IDIME, AGUA DE LOS PATIOS S.A E.S. P, 

CENTRALES ELECTRICAS DE NORTE DE SANTANDER, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ, INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DE NORTE DE SANTANDER, LIBERTY SEGUROS S.A, 

CARMEN ROSA TORRES, JOSE RAUL VILLAMIZAR, WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN y EDWIN LEONEL 

CORZO la presente acción de tutela.  

 

Como quiera que se desconoce direccion física y/o electrónica de los señores, CARMEN ROSA 

TORRES, JOSE RAUL VILLAMIZAR, WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN y EDWIN LEONEL CORZO, se 

ordena noticiarlos por estado. 

 

En razón y en mérito de lo expuesto, La Jueza Segunda Civil Municipal de Cúcuta, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por el señor JAIRO RIVERA 

COLMENARES en contra de CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL 

COLOMBIA S.A.S, por la presunta violación a sus derechos fundamentales, al mínimo vital, a la 

vida digna, debido proceso y al trabajo.  

 

SEGUNDO: REQUERIR al representante legal de CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y 

OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S para que en el término improrrogable de un (01) día, remitan a 

este juzgado los antecedentes de que dispongan relacionados con la presunta vulneración de 

los derechos fundamentales del señor JAIRO RIVERA COLMENARES e informe a este Despacho, 

sobre el estado actual de la relación laboral, sobre los hechos y pretensiones del accionante, y 

de las explicaciones que considere necesarias, además de anexar los documentos necesarios 

que sirvan de fundamento a lo manifestado. Adviértasele que en caso de no dar respuesta o 

hacerla en forma extemporánea, se aplicará la presunción de veracidad vertida en el Artículo 

20 del Decreto 2591 de 1991. 



ACCION DE TUTELA 

RAD: 2020-285 

 

TERCERO: INTEGRAR en el contradictorio al MINISTERIO DE TRABAJO, DIRECCIÓN TERRITORIAL DE LA 

OFICINA DE TRABAJO DE NORTE DE SANTANDER, PROTECCION S.A, MEDIMAS EPS, POSITIVA ARL, 

E.S.E HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, IDIME, AGUA DE LOS PATIOS S.A E.S. P, CENTRALES 

ELECTRICAS DE NORTE DE SANTANDER, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, INSTITUTO 

DEPARTAMENTAL DE SALUD DE NORTE DE SANTANDER, LIBERTY SEGUROS S.A, CARMEN ROSA TORRES, 

JOSE RAUL VILLAMIZAR, WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN y EDWIN LEONEL CORZO, para que 

ejerzan su derecho de defensa y se pronuncien sobre los hechos que motivan la presente acción 

de tutela. 

 

CUARTO: SOLICITAR a las entidades accionadas y las vinculadas, se sirvan informar, a cerca de 

la veracidad de los hechos y la legalidad de las pretensiones formuladas en la demanda, para 

efectos de que ejerzan su derecho a la defensa. Además, deberán pronunciarse expresamente 

acerca de los hechos de la demanda y pretensiones, sustentando su dicho, so pena de presumir 

como ciertos tales hechos y legitimas las pretensiones. 

 

QUINTO: CONCEDER a las entidades accionadas y a las entidades vinculadas el término de un 

(01) día para que alleguen a este juzgado los antecedentes e informes solicitados, haciéndole 

llegar copia de la tutela. 

 

SEXTO: NOTIFICAR a todas las partes este proveído de conformidad con el Artículo 16 del Decreto 

2591 de 1991, excepto a los señores CARMEN ROSA TORRES, JOSE RAUL VILLAMIZAR, WILLIAM JOSE 

SANCHEZ ROMAN y EDWIN LEONEL CORZO que se notificaran por estado, por lo motivado. 

 

SEPTIMO: El oficio será copia del presente auto, conforme al (Artículo 111 del C.G.P) 

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Jueza, 

 

          
 

 

MARIA TERESA OSPINO REYES 
JP 

 



ACCION DE TUTELA 

RAD: 2020-285 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE CUCUTA 

CUCUTA 

PALACIO DE JUSTICIA 3 PISO BLOQUE A OFICINA 304A 

TELEFONO: 5752405 

jcivmcu2@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

San José de Cúcuta 23 DE JULIO DE 2020    
 

JAIRO RIVERA COLMENARES 

CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S 

MINISTERIO DE TRABAJO 

 DIRECCIÓN TERRITORIAL DE LA OFICINA DE TRABAJO DE NORTE DE SANTANDER 

 PROTECCION S.A 

 MEDIMAS EPS 

 POSITIVA ARL 

 E.S.E HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ 

 IDIME 

 AGUA DE LOS PATIOS S.A E.S. P 

 CENTRALES ELECTRICAS DE NORTE DE SANTANDER 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

 INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DE NORTE DE SANTANDER 

 CARMEN ROSA TORRES 

 JOSE RAUL VILLAMIZAR 

 WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN  

 EDWIN LEONEL CORZO 

LIBERTY SEGUROS S.A 

Señor (a): ______________________________________________________________ 

Sírvase dar cumplimiento a la orden, impartida por este despacho en 

providencia anexa en lo pertinente. Al contestar, citar la referencia 

completa del proceso, indicando su número de radicación. 

 

__________________________________ 

JUAN PABLO CARDENAS JIMENEZ 

Oficial Mayor 
 



 

 

 

San José de Cúcuta, 17 de julio de 2020 

 

Señores: 

JUEZ CIRCUITO (REPARTO) 

Cúcuta 

 

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA 

ACCIONANTE: JAIRO RIVERA COLMENARES 

ACCIONADO: CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA 

S.A.S. 

 

JAIRO RIVERA COLMENARES identificado con la cedula de ciudadanía No. 91.256.614 de 

Bucaramanga, con ocasión a la vulneración de mi derecho fundamental debido proceso, 

mínimo vital, vida digna y seguridad social haciendo uso del derecho consagrado en el 

artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, reglamentado por el Decreto 2591 de 

1991 y Decreto 1382 del 2000; respetuosamente me permito presentar Acción de Tutela 

en contra de CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA 

S.A.S.., con fundamento en los siguientes: 

 

HECHOS: 

 

PRIMERO: Inicie mi vínculo laboral con la empresa CEYM COMPAÑIA ELECTRICA 

MECANICA S.A.S. y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S, mediante contrato a término 

indefinido desde el mes de julio de 2015, siendo la última de ellas, la que en los últimos 

meses pago directamente mi salario, tiempo durante el cual he desempeñado mis labores 

con responsabilidad y compromiso, en el cargo de ANDAMIERO/MONTADOR devengando 

un salario mensual de $1.300.000 pesos. 

 

SEGUNDO: Mi salud se empezó a quebrantar desde en agosto de 2015, cuando sufrí 

accidente laboral mientras me encontraba desarmando un andamio y caí de una altura 

aproximada de nueve metros ocasionándome heridas en los miembros inferiores en las 

canillas, presentado dolor y sangrado, lo cual se le desencadeno en las patologías HERNIAS 

DISCALES, DISCOPATIA, TRASTORNO DE LOS DISCOS CON RADICULOPATIA, S400 HERIDAS 

DEL HOMBRO Y DEL BRAZO, HERIDAS MULTIPLES DE LA PIERNA Y OTROS TRAUMATISMOS 

SUPERFISIALES DE LA PIERNA. 

 

TERCERO: Fecha desde la cual mi salud no he presentado mejoría como se evidencia en mi 

historia clínica, la cual anexo a la presente acción de tutela, condición que siempre fue de 

pleno conocimiento de la empresa. 

 

CUARTO: Debido a que no se presentó mejoría en mi salud, la ARL POSITIVA el año 2017 

realizo calificación de PCL dándome como porcentaje el 7,70%, teniendo en cuenta solo las 

patologías HERIDAS MULTIPLES DE LA PIERNA Y OTROS TRAUMATISMOS SUPERFISIALES 

DE LA PIERNA y que por desconocimiento e información no apele, dejando sin calificar las 



 

 

 

demás patologías HERNIAS DISCALES, DISCOPATIA, TRASTORNO DE LOS DISCOS CON 

RADICULOPATIA, S400 HERIDAS DEL HOMBRO Y DEL BRAZO. 

 
SEXTO: En vista de que se está haciendo caso omiso por parte de del empleador al derecho 
al trabajo, a la seguridad social, a la vida digna, mínimo vital y a la estabilidad laboral 
reforzada que me cobija al contar con una pérdida de capacidad laboral del 7,70%, y 
teniendo aún pendientes por calificar más de 4 patologías, debo solicitar ayuda a su señoría 
para recordarle a mi empleador la complejidad de mi proceso, el cual está protegido y 
amarado por la estabilidad laboral reforzada, la cual es defendida en múltiples 
jurisprudencias, así como en la SENTENCIA DE UNIFICACION de la CORTE CONSTITUCIONAL   
SU-049 dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017) MP MARIA VICTORIA CALLE: 
 

“…La concepción amplia del universo de destinatarios del artículo 26 de la Ley 361 
de 1997 busca efectivamente evitar que las personas sean tratadas solo como 
objetos y por esa vía son acreedores de estabilidad reforzada con respecto a sus 
condiciones contractuales, en la medida en que su rendimiento se ve disminuido por 
una enfermedad o limitación producto de un accidente…” 

 
QUINTO: Desde el mes de octubre de 2019 la empresa CEYM COMPAÑIA ELECTRICA 

MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S, no me cancela salario alguno y me 

adeuda las cesantías de los años 2015, 2016, 2019 y lo que va corrido del año 2020, y el 

único pronunciamiento que he recibido de mi empleador OHL INDUSTRIAL COLOMBIA 

S.A.S. es un acuerdo transaccional en el mes de febrero de 2020, en el cual solo me piensan 

cancelar la suma $2.514.000 pesos, y cuando en realidad al día de hoy la empresa me 

adeuda más de $11.050.000 pesos, solo de salarios y prima del mes de diciembre sin tener 

en cuenta las cesantías de los años 2015, 2016 y 2019. 

 

Por obvias razones me negué a firmar dicho documento en el cual renunciaba a mis 

derechos. 

 

SEXTO: CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S. debido a mi estado de salud, para 
dar por terminado mi contrato, previamente debe solicitar permiso ante el Ministerio del 
Trabajo, para dicha entidad calificara mi despido. Esta posición fue establecida en la 
SENTENCIA DE UNIFICACION de la CORTE CONSTITUCIONAL   SU-049 dos (2) de febrero de 
dos mil diecisiete (2017) MP MARIA VICTORIA CALLE:  
 

“…5.3. Recuérdese para el efecto que según el artículo 26 de la Ley 361 de 
1997 ninguna persona en situación de discapacidad podrá ser despedida o su 
contrato terminado por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de 
la oficina del Trabajo. Si no se cumple este requisito, las personas desvinculadas 
tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, 
sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de 
acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, 
adicionen, complementen o aclaren. Esta disposición fue objeto de control en 
la sentencia C-531 de 2000, en la cual la Corte sostuvo que contemplar solo una 
indemnización de ciento ochenta días para remediar la discriminación de una 
persona en situación de discapacidad resulta insuficiente a la luz de los estándares 
constitucionales. Por ese motivo, resolvió que el artículo 26 de la Ley 361 de 
1997 era exequible pero con la condición de que se entendiera que “carece de todo 
efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de 

https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519
https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519
https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519
https://legislacion.vlex.com.co/vid/codigo-sustantivo-trabajo-42845853
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43612895
https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519
https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519
https://legislacion.vlex.com.co/vid/mecanismos-integracion-personas-limitacion-60003519


 

 

 

su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de Trabajo que constate 
la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación 
del respectivo contrato”. Por lo mismo, lo que se pregunta en primer lugar la Corte 
es si en los contratos de prestación de servicios la desvinculación, sin autorización 
de la oficina del trabajo, de una persona en condiciones de debilidad manifiesta 
acarrea la ineficacia de la terminación del contrato y la indemnización de 180 
días…..”   
 
“…..En consecuencia, los contratantes y empleadores deben contar, en estos casos, 
con una autorización de la oficina del Trabajo, que certifique la concurrencia de una 
causa constitucionalmente justificable de finalización del vínculo. De lo contrario 
procede no solo la declaratoria de ineficacia de la terminación del contrato, sino 
además el reintegro o la renovación del mismo, así como la indemnización de 180 
días de remuneración salarial o sus equivalentes…..” 
 

SEPTIMO: No estoy en capacidad de desarrollar ninguna clase de función y por ende no 
podría acceder al mercado laboral, debido al estado de salud en que me encuentro, con 
ocasión únicamente al accidente laboral que sufrí prestado los servicios al CEYM 
COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S.. 
 
OCTAVO: La desvinculación unilateral de mi contrato, que pretende ser efectuada por 
CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S.., no 
puede ser aceptada, pues previamente debe haber solicitado permiso ante el ministerio 
del Trabajo. Así lo estableció la SENTENCIA DE UNIFICACION de la CORTE CONSTITUCIONAL   
SU-049 dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017) MP MARIA VICTORIA CALLE:  
 

“…..5.4. (i) En la jurisprudencia constitucional parece no haber desacuerdo en torno 
a que, en tales casos, procede la ineficacia de la desvinculación y, por consiguiente, 
la renovación del contrato de prestación de servicios en condiciones aceptables…..” 
…. 
“…..En consecuencia, los contratantes y empleadores deben contar, en estos casos, 
con una autorización de la oficina del Trabajo, que certifique la concurrencia de una 
causa constitucionalmente justificable de finalización del vínculo. De lo contrario 
procede no solo la declaratoria de ineficacia de la terminación del contrato, sino 
además el reintegro o la renovación del mismo, así como la indemnización de 180 
días de remuneración salarial o sus equivalentes…..” 

 

NOVENO: Señor Juez Constitucional le solicito que proteja mis derechos y que de 
aplicación integral a la SENTENCIA DE UNIFICACION de la CORTE CONSTITUCIONAL   SU-
049 dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017) MP MARIA VICTORIA CALLE, donde se 
Unifico los criterios que deben aplicarse por los operadores judiciales para los casos de 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA. 
 
DECIMO: Mi esposa me abandono al no tener como poder garantizar mi sostenimiento ni 
el de mi núcleo familiar, mi hijo se debió ir a vivir con una tía para que ella le diera la comida 
mientras él le ayuda con las cosas de su hogar. En lo que a mi concierne, me toca cocinar, 
lo poco que tengo, con leña, ya que no tengo para adquirir gas domiciliario o de bombona. 
 



 

 

 

 
 
DECIMO PRIMERO: No cuento con recursos para mi subsistencia al no volver a contar con 
mi salario, pues debo pagar un arriendo de $250.000 mil pesos mensuales, más servicios 
de agua, energía eléctrica y gas no tengo me toca cocinar con leña, los demás recibos 
suman más de $100.000 mil pesos mensuales y anexo a esta tutela. 
 
DECIMO SEGUNDO: No cuento con recursos para mi sostenimiento, pues mi estado de 
salud me impide laborar, por tanto, he tenido que acudir a prestamos gota a gota, que hoy 
en día, no tengo como cancelar y me hacen la vida insoportable, y hasta tengo temor por 
mi vida, pues es notoria la forma como cobran estas personas los dineros que les adeudan.    
 
DECIMO TERCERO: Me he visto en la penosa obligación de acudir a la caridad de mis 
vecinos para poder sobrevivir a duras penas, situación de la cual la señora CARMEN ROSA 
TORRES identificada con C.C. No. 28.055.995, el señor JOSE RAUL VILLAMIZAR identificado 
con C.C. No.13.475.401, el señor WILLIAM JOSE SANCHEZ ROMAN identificado con C.C. No. 
1093.742.296 y el señor EDWIN LEONEL CORZO identificado con C.C. No. 1093.753337 son 
testigos y anexo declaraciones en copia simple al no contar con recursos para autenticarlas. 
 
DECIMO CUARTO: Al día de hoy me encuentro sin asistencia médica, debido a que la 
empresa, a incumplido con los pagos de seguridad social, dejándome totalmente 
desprotegido y con las afectaciones de salud sin tratamiento alguno, ya que no tengo ni 
para comprar una pastilla que aliviane mis fuertes dolores. 
 

DECIMO QUINTO: Le solicito su protección constitucional, pues no estoy en capacidad de 
esperar un proceso laboral de doble instancia y con eventual Recurso de Casación, que 
fácilmente puede durar entre 6 y 8 años, pues como le dije anteriormente, hoy en día no 
cuento con recursos para mi digna subsistencia, es más, tengo deudas insostenibles, que 
lo han llevado a solicitar a mis vecinos y amigos que me apoyen, mendigándoles hasta un 
plato de comida. 
 

DECIMO SEXTO: Su señoría le suplico de manera inmediata y se le reestablezca su derecho 

a la seguridad social, vida digna y mínimo vital. 

 

 

 

 



 

 

 

PRETENSIONES 

 

Con base en los hechos anteriormente expresados solicito al señor Juez, TUTELAR los 

derechos fundamentales al derecho de petición, debido proceso, mínimo vital, vida digna, 

seguridad social y de manera inmediata se le ordene a CEYM COMPAÑIA ELECTRICA 

MECANICA S.A.S Y OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S..: 

 

PRIMERO:  Se Ordene mi Reintegro al mi puesto de trabajo y se cancelen los salarios y 

demás acreencias laborales causadas y dejadas de percibir desde octubre de 2019 hasta la 

fecha en que se dé cumplimiento a su fallo, en favor del señor JAIRO RIVERA COLMENARES, 

identificado con cedula de ciudadanía No. 91.256.614 de Bucaramanga, y así mismo se 

restablezca mi afiliación a la EPS, ARL y fondo de pensiones, debido al mal estado de salud. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

El derecho fundamental al mínimo vital ha sido reconocido desde 1992[ 1] en forma 
extendida y reiterada por la jurisprudencia constitucional de la Corte como un derecho que 
se deriva de los principios de Estado Social de derecho, dignidad humana y solidaridad, en 
concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la 
igualdad en la modalidad de decisiones de protección especial a personas en situación de 
necesidad manifiesta, dado el carácter de derechos directa e inmediatamente aplicables de 
los citados derechos[2]. 
 
El objeto del derecho fundamental al mínimo vital abarca todas las medidas positivas o 
negativas constitucionalmente ordenadas con el fin de evitar que la persona se vea 
reducida en su valor intrínseco como ser humano debido a que no cuenta con las 
condiciones materiales que le permitan llevar una existencia digna. Este derecho 
fundamental busca garantizar que la persona, centro del ordenamiento jurídico, no se 
convierta en instrumento de otros fines, objetivos, propósitos, bienes o intereses, por 
importantes o valiosos que ellos sean. Tal derecho protege a la persona, en consecuencia, 
contra toda forma de degradación que comprometa no sólo su subsistencia física sino por 
sobre todo su valor intrínseco. Es por ello que la jurisprudencia bajo el derecho fundamental 
al mínimo vital ha ordenado al Estado, entre otras, reconocer prestaciones positivas a favor 
de personas inimputables,[3] detenidas,[4] indigentes,[5] enfermos no cubiertos por el 
sistema de salud,[6] mujeres embarazadas[8].  
 
Pero los jueces de tutela también han reprochado las acciones u omisiones, con 
fundamento en el derecho fundamental al mínimo vital, bien sea de particulares que 
presten algún servicio público como los servicios de salud y educación, o de particulares 
que atentan contra la subsistencia digna de una persona, con el fin de asegurar el 
mencionado derecho, como ha sucedido en materia del no pago prolongado de salarios o 
pensiones por empresarios particulares.[10], y ocasionalmente los particulares, cuando se 
reúnen las condiciones de urgencia[12] están obligados a suministrar a la persona que se 
encuentra en una situación en la cual ella misma no se puede desempeñar autónomamente 
y que compromete las condiciones materiales de su existencia, las prestaciones necesarias 
e indispensables para sobrevivir dignamente y evitar su degradación o aniquilamiento 
como ser humano. Por su parte, respecto de la dimensión negativa, el derecho fundamental 
al mínimo vital se constituye en un límite o cota inferior que no puede ser traspasado por 
el Estado, en materia de disposición de los recursos materiales que la persona necesita para 
llevar una existencia digna.  



 

 

 

 
Es por ello que institucionales como la inembargabilidad de parte del salario, la prohibición 
de la confiscación, la indisponibilidad de los derechos laborales o el amparo de pobreza, 
entre otros, constituyen ejemplos concretos del mencionado límite inferior que excluye 
ciertos recursos materiales de la competencia dispositiva del Estado o de otros particulares. 
Lo anterior conduce a la estrecha relación existente entre Estado Social de derecho, mínimo 
vital y régimen tributario. 
 
El Estado no puede, al ejercer la potestad tributaria, pasar por alto si está creando tributos 
que ineludible y manifiestamente impliquen traspasar el límite inferior constitucionalmente 
establecido para garantizar la supervivencia digna de la persona, dadas las políticas 
sociales existentes y los efectos de las mismas. Esta limitante se ha expresado 
tradicionalmente en la prohibición de los impuestos confiscatorios (art. 34 de la C.P.). Pero 
también es especialmente relevante para el caso el derecho fundamental al mínimo vital, 
en particular el de las personas que a penas cuentan con lo indispensable para sobrevivir 
(art. 13 de la C.P.). En cumplimiento de los fines que explican su existencia (art. 2° de la 
C.P.), el Estado está obligado a propender por la creación y mantenimiento de las 
condiciones materiales necesarias para que una persona pueda sobrevivir dignamente; en 
determinadas circunstancias de urgencia, gran peligro o penuria extrema, y en otras 
señaladas en las leyes, está a su vez obligado a garantizar tales condiciones, usualmente 
de manera temporal, para evitar la degradación o el aniquilamiento del ser humano. 
 
El derecho fundamental al mínimo vital, concretamente en lo que se refiere a las 
condiciones materiales básicas e indispensables para asegurar una supervivencia digna y 
autónoma, constituye un límite al poder impositivo del Estado y un mandato que orienta la 
intervención del Estado en la economía (artículo 334 C.P.). La intersección entre la potestad 
impositiva del Estado y el principio de Estado Social de derecho consiste en la determinación 
de un mínimo de subsistencia digna y autónoma protegido constitucionalmente. Este 
mínimo constituye el contenido del derecho fundamental al mínimo vital, el cual, a su vez, 
coincide con las competencias, condiciones básicas y prestaciones sociales para que la 
persona humana pueda llevar una vida libre del temor y de las cargas de la miseria. Si bien 
el deber de tributar es general pues recae sobre “la persona y el ciudadano” (art. 95-9 de 
la C.P.), el derecho al mínimo vital exige analizar si quien no dispone de los recursos 
materiales necesarios para subsistir digna y autónomamente puede ser sujeto de ciertas 
cargas fiscales que ineludible y manifiestamente agraven su situación de penuria[14]. 
Entonces, las personas que apenas disponen de lo necesario para subsistir son las que 
tienen menor capacidad contributiva, o, inclusive, las que pueden carecer de capacidad 
económica de tributar. Llamar a quienes carecen de capacidad contributiva a soportar 
estas cargas públicas de orden impositivo que las afecta de manera ineludible y manifiesta 
en su subsistencia, resulta contrario a la justicia tributaria. La capacidad económica o 
contributiva, fundada, por ejemplo, en el ingreso, en la riqueza, o en una actividad 
productiva, no puede ser equiparada a la realización de una actividad social básica e 
ineludible, como adquirir un bien o servicio indispensable para sobrevivir. En ese sentido, la 
capacidad contributiva no es automáticamente equiparable a la capacidad adquisitiva. 
 
En el caso sub examine la cuestión planteada a la Corte comprende también si las personas 
que ni siquiera alcanzan a ver satisfechos su derecho fundamental al mínimo vital por 
carecer de los recursos materiales para ello, pueden, y en qué condiciones, soportar la carga 
tributaria creada mediante un impuesto indirecto indiscriminado sobre la totalidad de 
bienes y servicios que hacen parte de los recursos necesarios para su supervivencia digna y 
autónoma. Los principios que rigen el sistema tributario y los conceptos que enmarcan el 
deber de tributar habrán de ser interpretados a la luz del principio del Estado Social de 



 

 

 

derecho y del derecho fundamental al mínimo vital, como en efecto lo ha hecho la Corte en 
la jurisprudencia que a luego se sintetizará. No obstante, antes de pasar a resolver estos 
problemas jurídicos, es pertinente mencionar que en otros estados constitucionales se han 
planteado interrogantes análogos.  
Por ejemplo, en Alemania, en donde el Estado social de derecho es un principio 
fundamental, se ha igualmente precisado en la jurisprudencia constitucional que una 
persona humana requiere del mínimo existencial necesario para poder vivir dignamente, 
mínimo éste que no puede ser desconocido por el Estado, en particular, el Legislador en 
ejercicio de la potestad tributaria. Así, por ejemplo, el Tribunal Constitucional Alemán 
decidió en un fallo de 1992 que al contribuyente del impuesto de renta deben quedarle, 
luego del cumplimiento de sus obligaciones tributarias, los recursos necesarios para 
satisfacer sus necesidades básicas y las de su familia[16] una norma legal que otorgaba un 
auxilio familiar a los hijos,[18]. 
En una decisión posterior[20]. 
 
Estos casos se citan a título meramente ilustrativo.[[1] Sentencia T-426 de 1992 (M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz). 
[2] Cfr. entre otras las siguientes sentencias: T-005 de 1995 (M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz); T-015 de 1995 (M.P. Hernando Herrera Vergara); T-144 de 1995 (M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz); T-198 de 1995 (M.P. Alejandro Martínez Caballero); T-500 de 1996 (M.P. 
Antonio Barrera Carbonell); T-284 de 1998 (M.P. Fabio Morón); SU-062 de 1999 (M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa). 
[3] Cfr. Sentencia T-401 de 1992 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
[4] Cfr. Sentencia T-208 de 1999 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa). 
[5] Cfr. Sentencia T-533 de 1992 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
[6] Cfr., entre otras, las siguientes sentencias: T-645 de 1996 (M.P. Alejandro Martinez); T-
283 de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz); T-268 de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz); y T-328 de 
1998 (M.P. Fabio Morón Díaz). 
[7] Cfr., entre otras, las siguientes sentencias: T-119 de 1997 (M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz); T-622 de 1997 (M.P. Alejandro Martinez Caballero); T-774 de 2000 (M.P. Alejandro 
Martínez Caballero); T-1033 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez). 
[8] Cfr. Sentencia T-015 de 1995 (M.P. Hernando Herrera Vergara). 
[9] Cfr., en materia de salarios: Sentencias T-146 de 1996 (M.P Carlos Gaviria Díaz); T-527 
de 1997 y T-529 de 1997 (M.P. Hernando Herrera Vergara); T-284 de 1998 y T-298 de 1998 
(M.P. Fabio Morón Díaz); T-434 de 1999 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz); T-502 de 1999 y 
T-545 de 1999 (M.P. Antonio Barrera Carbonell); T-1031 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez 
Caballero). En materia de pensiones: SU-430 de 1998 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa); T-
495 de 1999 (M.P. Carlos Gaviria Díaz). 
[10] Cfr. Sentencia C-251 de 1997 (M.P. Alejandro Martínez Caballero). En esta ocasión la 
Corte sostuvo: “El Estado tiene frente a los particulares no sólo deberes de abstención sino 
que debe igualmente realizar prestaciones positivas, sobre todo en materia social, a fin de 
asegurar las condiciones materiales mínimas, sin las cuales no es posible vivir una vida 
digna”. Sobre la dimensión positiva de los derechos fundamentales consultar además la 
Sentencia T-595 de 2002 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). [11] Cfr. Sentencias T-680 
de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa); T-259 de 2003 (M.P. Jaime Araujo Rentería); 
T-850 de 2002 (M.P. Rodrigo Escobar Gil). 
[12] Sentencia SU-111 de 1997, (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 

 

 

 

 



 

 

 

PRUEBAS 

 

Solicito al señor Juez se sirva tener como tales y darle pleno valor probatorio a las 

siguientes:  

 

DOCUMENTALES 

 

a. Copia de la Cedula de Ciudadanía. 

b. Acuerdo transaccional con CEYM COMPAÑIA ELECTRICA MECANICA S.A.S. 

c. Carta negándome a firmar dicho acuerdo y expresando mi justificación. 

d. Copia historia clínica. 

e. Carta firmada por la empresa en la cual le informan que le van respetar su 

estabilidad laboral hasta que termine su recuperación. 

f. Declaraciones extrajuicio. 

g. Recibos de servicios domiciliarios. 

 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que, por los mismos hechos y derechos, no he 

presentado petición similar ante ninguna autoridad judicial.  

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

EL ACCINANTE EN LA CALLE 22 # 4 – 37 BARRIO AEROPUERTO. TELEFONO 3118182733. 

CORREO ELECTRONICO: america.13.2009@hotmail.com  

 

LA ACCIONADA:   

CEYM COMPAÑÍA ELECTRICA MECANICA S.A.S EN LA CALLE 14 SUR 29B – 35 BOGOTA. 

CORREO ELECTRONICO: ceymsa@ceymglobal.com 

 

OHL INDUSTRIAL COLOMBIA S.A.S. EN LA CARRERA 17 # 93 – 09 PISO 8 BOGOTA. 

 

 

Cordialmente,  

 

 

 

JAIRO RIVERA COLMENARES 

C.C. No. 91.256.614 de Bucaramanga  

mailto:america.13.2009@hotmail.com
mailto:ceymsa@ceymglobal.com
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